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1.- VISTOS 

Desata la Sala el  recurso de apelación interpuesto por el interno JHONATAN ANDRÉS PÉREZ contra el auto interlocutorio proferido el siete (07) de noviembre de 2006 por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual negó la solicitud de libertad condicional.
2.- PROVIDENCIA 

Frente a la petición del interno, el Juzgado se pronunció de manera negativa, por cuanto no satisfacía a plenitud las exigencias contempladas para ello, aunque no podía desconocerse que cumplía con el factor objetivo exigido en la norma del artículo 64 del Código Penal, modificado a su vez por el artículo 5º de la Ley 890 de 2004, dado que había estado detenido doce -12- meses y doce -12- días -(acumulado de detención física más redención), lo que en efecto superaba la dos terceras (2/3) partes de la pena que le había sido impuesta por el Juzgado Primero Penal Municipal con funciones de conocimiento de Pereira (dieciocho -18- meses y veinte -20- días  de prisión).
El obstáculo se encontraba en el factor subjetivo de la norma, que no solamente exigía una buena conducta en el centro de reclusión, sino que además, debía valorarse la gravedad de la conducta; esto, sin dejar de mencionar el pago total de la multa y la indemnización a la víctima cuando así se hubiere dispuesto en la sentencia. Para tal valoración tuvo en cuenta las directrices trazadas por la Corte Constitucional cuando se pronunció sobre la exequibilidad del artículo 5º de la Ley 890 de 2004 en la sentencia C-194 de 2005, al señalar que ese ejercicio valorativo debía estar acorde con el que hubiera hecho el Juez del conocimiento al proferir la sentencia, que no implicaba de manera alguna una nueva condena por los mismos hechos.
En ese orden de ideas, advirtió que mirado con detenimiento el fallo que militaba en su contra, se advertía que la conducta criminosa cometida aparecía como extremadamente grave, su ejecución estuvo rodeada de una serie de circunstancias que concitan en el ámbito social gran repudio, dado que sin ninguna razón se intimidó a una ciudadana de bien, con el fin de obtener el provecho económico. Con su accionar puso en serio peligro la integridad personal y la vida de la perjudicada. 
Con fundamento en ese discernimiento, llegó al fondo de la petición y conceptuó que la conducta cometida por el interno (hurto calificado y agravado) por ser de enorme gravedad y riesgo para la comunidad, exigía mayor severidad en la ejecución verdaderamente aflictiva para quien la cometió, dado que sus características, naturaleza y modalidad, ponían en evidencia una personalidad carente de solvencia moral, de principios y valores, de falta de respeto para con sus congéneres. En esas condiciones, no constituía garantía alguna retornar a la sociedad en libertad condicional a quien así había obrado.
3.-  RECURSO

El interno señala que ya cumplió con once (11) meses físicos de los dieciocho (18) que le fueron impuestos en la sentencia, y que se considera apto para vivir en sociedad, ya que fue la primera condena que se le impuso y ha tenido una buena conducta como lo dice el artículo 72 -sic-, requisitos para acceder a la libertad condicional, cuya concesión invoca.

4.-  SE CONSIDERA

Se tiene competencia funcional para desatar la apelación interpuesta en contra del auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34.6 de la Ley 906 de 2004.

Frente a los argumentos vertidos por el impugnante, debe decir el Tribunal que ya el señor Juez que vigila el cumplimiento de la pena, se refirió a las nuevas exigencias contempladas en la ley penal con motivo de la implementación del sistema fundado en el principio acusatorio, para el caso de la libertad condicional, en particular, la valoración de la gravedad de las conductas cometidas, elemento que no existía en las codificaciones anteriores, en especial el aludido artículo 72 del Decreto 100 de 1980, que ya no está vigente entre nosotros. 
Este condicionamiento que fue introducido en la norma contemplada en el artículo 64 del Código Penal a través del artículo 5º de la Ley 890 de 2004, tiene su razón de ser en el sistema de pesos y contrapesos diseñado en el estatuto que actualmente impera en nuestro distrito judicial, el cual propugna por la participación del imputado o acusado en la definición de su situación procesal, ofreciéndosele la oportunidad de aceptar los cargos que se le imputan a cambio de una sustancial rebaja en la pena que se impone, como fue precisamente lo acaecido en el presente evento. De otra parte, busca que frente a conductas graves la sanción no se torne en una simple formalidad y antes bien, se materialicen los fines que la orientan en cuanto a la prevención general y especial, resocialización del delincuente y retribución justa. 

En conclusión, el proceso penal actual privilegia en extremo el derecho a la libertad en el período de investigación y juzgamiento, pero, una vez vencido en juicio el acusado y quebrada la presunción de inocencia, la regla debe ser el cumplimiento total de la sanción intramural para aquellos casos en los cuales la sociedad requiere que se hagan efectivos los fines que le son propios.

En lo que hace con el caso bajo estudio, miradas con detenimiento las particularidades del ilícito por el cual fue condenado el ahora interno, observa la Sala que de manera injustificada se atentó en contra de una dama, a quien no solamente se le despojó de su aparato celular, sino que, y es allí donde radica el mayor reproche, la acción se llevó a cabo en forma desproporcionada, desmesurada en orden a obtener ese incremento patrimonial indebido. Obsérvese que la víctima fue intimidada con un arma cortopunzante -cuchillo- el cual no sólo se le enseñó, sino que acto seguido se le puso en su cuello. Una actuación así surtida, en efecto, puso la vida de esta persona afectada o su integridad personal en vilo, pues ante la incertidumbre del ataque no sabía a ciencia cierta hasta dónde llegaría el accionar del delincuente que tenía detrás, máxime si otro copartícipe lo azuzaba para que “la chuzara”, tal y como fue referenciado por la denunciante. 
En esas condiciones, la Sala concluye en consonancia con lo decidido por el señor Juez de primer grado, que la conducta así desplegada fue sumamente grave y por consiguiente estima que el interno no es elegible para disfrutar de la libertad condicional. Debe en consecuencia purgar la totalidad de su pena en el centro de reclusión.
5.- DECISIÓN  
El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, que fue objeto de alzada. 
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                       MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA
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